CRITERIO: DG-0462-00

ASUNTO: 1. Autonomía en la competencia de la calificación registral efectuada por Registro Público y el Catastro en la materia especifica de cada ente.

2. Carácter no vinculante de los criterios vertidos por la Procuraduría General de la República sobre la calificación registral.

FECHA: 17 de julio del 2000

CONSIDERANDO:

1. Que es de interés público simplificar y acelerar los Trámites de recepción e inscripción de documentos en el Registro Nacional, sin dejar de lado la seguridad jurídica, lo anterior de acuerdo con lo que establece el artículo 1 de la Ley sobre Inscripción de documentos en el Registro Público, No. 3883 de 30 de mayo de 1967 y sus reformas.

II. Que esta Dirección  se ha enterado que en algunas ocasiones, el Catastro Nacional ha consignado defectos para el trámite e inscripción de planos, fundamentándose en que los asientos de inscripción efectuados por el Registro Público, tienen algún defecto que se ha detectado de los planos de los inmuebles, o que esos asientos contienen errores de inscripción que los funcionarios del Catastro se han enterado al realizar el estudio de ellos.

Debe quedar claro, que si una finca está inscrita y no tiene anotada ninguna advertencia administrativa o documento judicial que publicite algún problema jurídico suscitado con la misma, es apta para que se solicite y se realíce sobre ella, cualquier inscripción posterior. La calificación registral que ejercen los. registradores de ambas Instituciones exige respeto del Principio de Legalidad, en el sentido de que, todo impedimento de inscripción debe sustentarse en una norma del ordenamiento positivo, caso contrario, el defecto o impedimento de inscripción resulta ser arbitrario e ilegal. Asimismo, se les recuerda a los registradores que en esta sede administrativa no se puede prejuzgar sobre la validez de lo s títulos o contrataciones que contienen los mismos, ya que lo anterior es potestad exclusiva de los Tribunales de Justicia, mediante los procesos que ahí  se presentan, de conformidad con lo que señala el artículo 153 de la Constitución Política.

2) CARACTER NO VINCULANTE DE LOS CRITERIOS VERTIDOS POR LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA SOBRE LA CALIFICACIÓN REGISTRAL EJECUTADA POR EL REGISTRO PÚBLICO Y EL CATASTRO NACIONAL, EN EL EJERCICIO DE SUS FUNCIONES.

La Procuraduría General de la República, ha sostenido en forma reiterada en varios criterios o pronunciamientos que ha vertido, que en el trámite de calificación e inscripción de los documentos que se registran, no es de aplicación lo que establece la Ley General de la Administración Pública, ya que el Libro Segundo de dicha Ley, artículo 367, párrafo 2, inciso f), se excluye a los Registros Públicos entre ellos el Registro Público de la Propiedad Inmueble y el Catastro Nacional, en lo relativo a la aplicación del procedimiento administrativo, por cuanto existe una normativa especial que regula todo el trámite que deben cumplir los documentos en esos Registros, a saber, el Título VII del Código Civil, artículos 448 y siguientes, la Ley No. 3883 denominada: Ley pobre Inscripción de Documentos en el Registro Público, de 30 de mayo de 1967 y sus reformas, y el Reglamento del Registro Público que es Decreto Ejecutivo No. 26771 ‑J publicado en Gaceta No. 54 del 18 de marzo de 1998 y sus reformas (con respecto al Registro Público), y Ley sobre creación del Catastro Nacional No. 6545 publicada en La Gaceta No.73 del 15 de.abril de 1981 y sus reformas.y el Reglamento a la Ley del Catastro Nacional. que es Decreto Ejecutivo No. 13607‑J publicado en La Gaceta No. 100 del 25 de mayo de 1982 y su reforma, en relación al Catastro Nacional.
Algunos de los criterios que han explicado lo anterior, son los números C‑134‑91, de 30 de julio de 1991, C116‑92 de 23 de julio de 1992, C‑207‑92 de 11 de diciembre de 1992 y C‑189‑97 de 02 de octubre de 1997, en el último de ellos, en lo que interesa dice:

III. Que con respecto a la calificación registral que realizan en la materia específica de su competencia, tanto el Registro Público de la Propiedad de Bienes Inmuebles como el Catastro Nacional en sus funciones diarias, es de mérito hacer notar, que en el trámite de calificación e inscripción de documentos, en cada una de esas Instituciones, no es de aplicación lo que establece la Ley General de la Administración Pública, en lo que atañe al procedimiento administrativo, de conformidad con lo que señala el artículo 367 párrafo 2, inciso f), por cuanto existe una normativa especial que regula esa materia la cual  se indicará en. este criterio‑. Lo anterior, ha sido confirmado en varios pronunciamientos. que ha vertido la Procuraduría General de la República.

POR TANTO:

De acuerdo con lo establecido en el artículo 6 incíso 4) de la Ley de Creación del Registro Nacional, No. 5695 de 28 de mayo de 1975 y sus reformas, se emiten los siguientes criterios:

1) CRITERIO SOBRE LA AUTONOMIA DE LA CALIFICACIÓN REGISTRAL, QUE REALIZAN EL REGISTRO PUBLICO DE LA PROPIEDAD DE BIENES INMUEBLES Y EL CATASTRO NACIONAL Y VICEVERSA

Con respecto a la calificación registral ejercida tanto por los registradores del Registro Público de la Propiedad de Bienes Inmuebles y los del Catastro Nacional, es necesario aclarar, que la misma es independiente o autónoma con respecto a la materia específica que tutela cada una de esas Instituciones; por consiguiente, no es factible que un registrador del Catastro Nacional cuestione! o valore los elementos de un asiento de inscripción publicitado por el Registro Público de la Propiedad Inmueble, del cual es responsable el registrador que lo autorizó. Tampoco es posible que suceda lo contrario, un registrador de ese Registro, cuestione y valore la inscripción de. un plano catastrado, fundamentándose en el contenido de un testimonio o de los asientos registrales. Lo anterior, debido, a que el marco o ámbito de la competencia calificadora de ambas Instituciones, se limita o constriñe al campo específico que la ley les ha asignado a cada una de ellas. El Registro Público de Bienes Inmuebles registra la realidad jurídica de los inmuebles y el Catastro se ocupa de la inscripción de los planos de las propiedades y las modificaciones que sufren esos planos, o sea que publicita la realidad física de los inmuebles. 

"... La Ley Orgánica del la Procuraduría General de la República, (ley No. 6815 de 27 de setiembre de 1982), en su artículo 5 nos dice que se tendrán por no consultables, aquellos asuntos propios de los órganos administrativos que tengan un jurisdicción especial establecida por Ley. [ ... ] Es menester entonces concluir, que la Procuraduría General de la República no es el órgano competente para externar una  opinión sobre la aplicación y alcances de disposiciones jurídicas en la calificación de documentos sujetos a inscripción en el referido Registro, ya que es atribución propia de este último órgano, dado que a su Director compete ordenar o denegar la inscripción, resolver los ocursos (art. 18 Ley indicada), de lo resuelto procede el recurso de apelación ante la Sección Tercera del Tribunal Superior Contencioso Administrativo ... Todo lo anterior denota que esta Procuraduría, mediante un dictamen no puede sustituir a dicha, administración en la potestad decisoria en tales procedimientos de inscripción, pues sería un acto contra legem de su propia Ley Orgánica cuyo texto fue transcrito anteriormente...."

No obstante lo aquí relacionado, si dicha Procuraduría vierte un criterio con respecto a un documento que se tramite en alguno de los Registros Públicos supra indicados, debe tenerse claro que ese criterio no es vinculante jurídicamente, que se trata de una simple opinión de derecho, que no es decisoria ni puede influir de modo alguno, con respecto a la calificación o la posterior denegatoria formal de inscripción de un determinado documento, situación que le compele decidir por entero y es responsabilidad de la Dirección de los referidos Registros. Lo anterior debe ser de esa manera, a efecto de que se cumpla con el principio del debido proceso y se lleve a cabo en forma imparcial el procedimiento que agota la vía administrativa.

